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RELACIÓN TRIBUTARIA
La relación tributaria es la que se da entre un sujeto llamado contribuyente y otro denominado Fisco. El primero tiene obligaciones de entregar sumas de dinero o bienes al segundo, con el objeto de cubrir los gastos del Estado.

Esto ha ocurrido a lo largo de la historia entre los habitantes de un reino y su monarca, entre los pueblos vencidos y los pueblos vencedores y, en la actualidad, entre los sujetos residentes de un país y el Estado, que representa al conjunto de los habitantes organizados.

En estos últimos tiempos, adquiere legitimidad esta exacción, con el objeto de que el Estado financie la prestación de ciertos servicios a los mismos habitantes.

La manera en que se da esta relación es importante pues, en muchos casos fue un motivo relevante para generar cambios institucionales en distintas regiones y épocas. Sin ir más lejos, se menciona un tema de altos impuestos como el hecho impulsor del proceso de independencia de los Estados Unidos (Motín del Té), así como el impuesto a la sal lo fue en la relativamente reciente independencia de la India (Marcha de la sal), etc.

Tan importante resulta el tema que, muchas reglas bajo las cuales debe darse esta relación tributaria, están expresamente contempladas en los textos constitucionales de los diversos países, estableciendo derechos y obligaciones entre las partes y también entre los distintos niveles que asumen las organizaciones estatales (países, estados o provincias, municipios, confederaciones, etc.).

El interés particular de este trabajo es observar la evolución de esta relación en los últimos años, durante los cuales se ha producido una revolución en términos de manejo de información, comunicaciones y procesamiento de datos a través de dispositivos electrónicos. Hemos pasado de las presentaciones de declaraciones juradas hechas en papel, escritas en forma manual, a enviar los datos a través de Internet en un formato electrónico.

La evolución histórica ha llevado a que los tributos se estableciesen en forma clara, indicando los procedimientos para calcularlos, a los fines de determinar la obligación de entregar sumas de dinero por parte de los habitantes de un país.

Esto se realiza a través de pautas generales escritas en la Constitución, aspectos específicos derivados de leyes y reglamentos, que aparecen  escritos y publicados para que los obligados no tengan ninguna duda.  

Podríamos decir que siguen la lógica del Derecho: todo debe estar escrito, publicado, claro, ordenado y respetando las jerarquías. 

Desarrollo de las TIC (Tecnologías de Información y Comunicación).
Los sistemas de computación y el procesamiento electrónico de datos parecieran tener otra lógica. El sistema tiene datos de entrada y salida mientras hay un proceso interno que, salvo los expertos, la mayoría de la gente, que son los usuarios, desconoce.

El "idioma" de las máquinas no es el que usan las personas para comunicarse. Alguien puede ver trabajar a la máquina pero no conoce el procedimiento interno, sólo lo intuye a través de sus salidas. 

Por otra parte, estos mecanismos suelen resumirse en lo que se denomina un "programa" que relaciona una gran cantidad de procedimientos realizados en fracciones de segundo. Estos programas, al condensar los procedimientos en forma imperceptible, son altamente vulnerables por quien quiera o pueda manipularlos para conseguir consecuencias no deseadas. Así es que, en general, se trabaja con programas que tienden a esconder o reservar los procesos electrónicos para reducir su vulnerabilidad. 

Alcance de este trabajo.

Las dos lógicas mencionadas (la del Derecho y la de los Sistemas) parecieran colisionar, pues una tiende naturalmente a la transparencia y la otra tiende a la opacidad. Y si ambas van a influir, como en la actualidad, en el desarrollo de la relación tributaria, es probable que se produzcan desinteligencias, errores o problemas. Esta interacción y sus consecuencias es lo que se quiere explorar.

El alcance de este trabajo se limita a los derechos y obligaciones que poseen los habitantes de Argentina en lo relativo a los impuestos interiores establecidos en jurisdicción federal, cuyas manifestaciones necesiten del uso de alguna de las nuevas Tecnologías de la Información y Comunicación (TIC). Principalmente se analizarán las normas reglamentarias emanadas de la AFIP en los últimos años. 

Se distinguirán diferentes tipos de interacciones entre las TIC y la relación tributaria, estableciendo una clasificación de las mismas, para luego analizar su adecuación a los principios del Derecho, en especial los referidos a la legalidad y la publicidad.

Como producto de este análisis, en el caso de encontrarse problemas o desinteligencias, se propondrán algunas alternativas que compatibilicen los enfoques del Derecho y de las TIC.

En este análisis del uso de las TIC dentro  del marco de la relación tributaria se han revisado los siguientes usos de las herramientas informáticas y de la comunicación:

Publicación en páginas web

Servicios web

Programas aplicativos

Fiscalización electrónica

Cancelación de inscripción

Sistema de perfil de riesgo

Legalidad, publicidad y seguridad jurídica.

El artículo 19 de la Constitución Nacional establece en su tramo final: “Ningún habitante de la Nación será obligado a hacer lo que no manda la ley, ni privado de lo que ella no prohíbe”. Nos encontramos acá en presencia de una manifestación amplia y comprensiva de la legalidad. Sin ir más lejos el Modelo de Código Tributario del CIAT, abreva en el mismo principio, según lo expresado en su artículo 7.
Esto se complementa con la jerarquía de las normas. Los preceptos constitucionales provienen de una Asamblea Constituyente y tienen una permanencia temporal prolongada. Las leyes provienen de los cuerpos legislativos, que representan al conjunto de la sociedad. Los reglamentos son pautas operativas que de ninguna manera pueden oponerse a las anteriores.
El Nuevo Código Civil y Comercial, que se aplica a partir del 01-08-2015, establece en su artículo 5°: “Vigencia. Las leyes rigen después del octavo día de su publicación oficial, o desde el día que ellas determinen.” En ambos casos se menciona a la publicación oficial de las leyes, pero no se establece directamente el soporte de dicha publicación. En la actualidad esta función está siendo realizada por la Dirección Nacional del Registro Oficial, a través de la publicación del Boletín Oficial, ya sea en formato papel o en formato electrónico. El antiguo Código Civil contenía normas similares. El propio Modelo de Código Tributario del CIAT, en su artículo 8 inciso1.3, al referirse a la vigencia de las leyes, cae en la misma indefinición, menciona la publicación oficial pero no indica el soporte en que debe hacerse dicha publicación.
La mejor imagen de la seguridad jurídica la constituye el Código de Hammurabi. Un bloque de piedra con las normas grabadas en la roca y a la vista de todo el pueblo. Nada que pueda ser cambiado fácilmente, ni nada que permanezca oculto.

PUBLICACIÓN EN PÁGINAS WEB
El principal problema que se da cuando se publica alguna norma en páginas web, es la volatilidad de las mismas. ¿Quién no ha tenido la experiencia de navegar por Internet y encontrarse con una mano negra con la leyenda “error 404 archivo no encontrado”, o sus versiones en inglés “file not found”? Esto indica que el host se ha comunicado con el servidor pero el archivo no existe. 

Además del citado problema de volatilidad de las mismas, se agregan otros dos inconvenientes: la impredecibilidad de las modificaciones de una página web, con la lógica consecuencia de no poder corroborar la vigencia de los distintos formatos que tuvo la página a lo largo del tiempo, y la multiplicidad de sitios en donde puede aparecer información que conlleve a una obligación legal.

La pregunta que cabe hacerse es: ¿puede surtir efecto, una vigencia legal, sólo a partir de su publicación en una página web?
Ejemplo 1: El caso de los paraísos fiscales.

El Decreto N° 589/2013 modifica la determinación de los “países de baja o nula tributación”. El criterio anterior al dictado del decreto mencionado, presentaba una enumeración taxativa de dichos países por medio del Decreto Reglamentario del Impuesto a las Ganancias. Cuando se realizan ciertas transacciones con este tipo de países, deben efectuarse ciertas tareas, los contribuyentes están obligados a presentar cierta información y deben adecuarse a ciertas normas.
Ahora, con el nuevo criterio, se introduce la figura de los “países cooperadores a los fines de la transparencia fiscal”. Estos son los que han firmado convenios de intercambio de información en materia tributaria y que, además, con ellos se realiza efectivamente dicho intercambio. 

Como consecuencia, la definición de países de baja o nula tributación pasa por aquellos que no figuran como países cooperadores. Por lo tanto se elimina la lista taxativa que contenía el decreto reglamentario y se la reemplaza por el concepto de País No Cooperador, proponiendo la publicación de una lista de Países Cooperadores, surgiendo por diferencia el concepto de país no cooperador, concepto que a partir de ahora tendrá los mismos efectos que si se hablase de un país de baja o nula tributación.

Este decreto de 2013 también encarga a la AFIP la confección de la lista de países cooperadores y obliga a que este organismo la publique en su página WEB, estableciendo por último que estas “… disposiciones del presente decreto entrarán en vigencia el día de su publicación en el Boletín Oficial y serán de aplicación a partir del día que la Administración Federal de Ingresos Públicos publique el listado a que se refiere el inciso b) del Artículo 2° (o sea la publicación en la página web).
Es decir que el Decreto Nº 589/2013 fue publicado en el Boletín Oficial el 30 de mayo de 2013,  pero recién pudo "aplicarse" a partir del 1 de enero de 2014, cuando se produjo la susodicha publicación en la página web de la lista de “países cooperadores”. Durante todo este lapso, para conocer la real vigencia de la modificación, una persona tenía que entrar todos los días a la página web de la AFIP (La dirección de la página es http://www.afip.gob.ar) y ver si estaba publicada la lista.

Esto se complementó con la Resolución General de la AFIP  N° 3576 publicada en el Boletín Oficial el 31 de diciembre de 2013 (siete meses después de la publicación del decreto mencionado), para decir que el listado de países estaría disponible el 1-1-2014 (al día siguiente), pero sin mencionar cuáles eran los países que aparecerían allí. También determinó que la inclusión y la exclusión de países en el listado sería establecida, por este Organismo mediante aprobación expresa del Administrador Federal y publicada en el referido sitio "web". Es decir que otra vez habrá que entrar a la página web para enterarse de las novedades. 
Por otra parte, ¿cómo saber cuándo aparecerán las altas y las bajas?  Porque lo que se informa en la página web indicada es sólo el nombre de los Países Cooperantes (mientras en el Decreto y en la Resolución General se habla de países cooperadores, en la página web se usa la expresión equivalente "países cooperantes"). No se indica desde cuándo integran la lista, ni hasta cuándo integran dicha lista.

Como ejemplo de este inconveniente se puede mencionar que en enero de 2016 se dio de baja de la lista a la República Socialista de Vietnam y se dio de alta a la República de Seycheles. Es decir que las obligaciones impositivas que no existían respecto de las operaciones con Vietnam, de pronto eran existentes. De la misma manera las obligaciones que existían respecto de las operaciones con Seycheles, de pronto dejaron de existir. No se sabe si esta modificación fue una acción rezagada de la anterior administración o una novedad incorporada por la administración que recién había asumido.
Actualmente se han adoptado medidas para mitigar estos inconvenientes como indicar las jurisdicciones cooperantes por año. No obstante las aclaraciones sobre la calidad de cooperantes de otros territorios están situadas en el ABC de Preguntas Frecuentes. En la misma página web se enlaza a la Resolución General N° 3576/13 donde se menciona una clasificación de los países cooperantes, que no se contempla en el listado. Es decir que vamos solucionando los problemas a medida que “actualizamos” el formato de la página web, independientemente de una norma legal que lo sustente.

Nos encontramos aquí con un caso de “vigencia” de una norma dependiente exclusivamente de la publicación en una página web.

Ejemplo 2: El caso de operaciones comerciales minoristas.
Por Resolución General N° 3580 (hoy felizmente derogada) se estableció la obligación de que ciertos operadores comerciales informen las ventas, por cantidad de unidades y precio unitario. Allí se definía que los obligados serían notificados de la incorporación a este régimen de información mediante alguno de los medios tradicionales de notificación, además de aparecer en la página web del organismo (pareciera ser que la publicación en una página web no era suficiente como para constituir la obligación de informar). 
Y la obligación de informar era sólo con respecto de los bienes que figuran listados en la página web del organismo. Aquí, si bien la obligación de presentar la información se notificaba personalmente, la determinación de los productos se hacía mirando una página web. Es decir que ahora sí, la publicación en la página web resultaba suficiente para obligar a los sujetos. Más allá de la derogación de la norma, se destaca que durante su subsistencia había una concepción borrosa sobre la posibilidad de generar obligaciones dependiendo de la publicación en una página web.

Propuestas sobre la publicación en páginas web. 
Lo que se encuentra en estos casos es una clara volatilidad de las páginas web, hay una impredecibilidad temporal de las modificaciones y también pueden encontrarse una multiplicidad de sitios web en donde pueden alojarse estas “normas” que crean obligaciones a través de una página web
.

Se proponen las siguientes pautas: 

Para solucionar la volatilidad de las páginas web, y mantener la seguridad jurídica, se sugiere llevar un registro (archivo) que contenga las distintas versiones que estuvieron vigentes de la página web. Quizás este registro deba estar en manos de la misma unidad administrativa que se encarga de la publicación del Boletín Oficial.

Además, para mitigar el alto grado de impredecibilidad de las modificaciones, convendría que en la misma página aparezca la vigencia de la misma o de sus informaciones, indicando desde cuándo y hasta qué momento deben considerarse.  Esto sólo alcanza para tener una idea de cuándo estuvo vigente una obligación, es decir nos sirve para evaluar las obligaciones en el pasado, pero no nos ayudará a encontrar la próxima modificación. 
Por otro lado, para solucionar la multiplicidad de sitios en donde puede aparecer información o normativa vinculante, se debería poner en un mismo lugar, en forma accesible, todo lo que tenga que ver con obligaciones establecidas por página web, siempre que una norma previamente publicada en el Boletín Oficial, mencione el direccionamiento a la página.  

SERVICIOS WEB.

Los denominados “Web Services” (ws) o Servicios Web, posibilitan que en vez de efectuar consultas o solicitudes desde “navegadores web” y esperar visualizar la respuesta en una página web, se efectúe la comunicación directamente entre los sistemas implementados por los contribuyentes o consultantes y los sistemas o bases de datos de la AFIP.
La AFIP recepciona y procesa los requerimientos de información, que deberán efectuarse en formato XML, de acuerdo a los diseños previamente acordados, y comunicará el resultado de la consulta o del proceso informático utilizando protocolos estándares de Internet tales como el Hypertext Transfer Protocol (HTTP) respetando un formato XML previamente acordado.

Problemas con los Servicios Web.
Los servicios web son muy útiles a la hora de realizar transacciones en línea, pero carecen de las formalidades necesarias para ser considerados un medio de recabar información, por temas relacionados con la disposición de tiempos y normas legales que los avalen con suficiencia.  

Por un lado se plantean controles que son una caja negra para los usuarios (fuerte problema con la legalidad de dichos controles) pues estos controles se constituyen en posibles impedimentos para conseguir el avance de un trámite.  Por otra parte, al atar el vencimiento de obligaciones a la disposición de datos en el servicio web,  resulta de incontrolable cumplimiento por parte del obligado, pues siempre estará dependiendo de que "el sistema" le aporte los datos.  

PROGRAMAS APLICATIVOS.

Los llamados “aplicativos”, son programas aplicativos. Son el tipo de programa que permite al usuario informático hacer ciertas tareas. En la Administración Tributaria se usan para confeccionar las declaraciones juradas en formato electrónico para que luego de completar todos los datos, éstos se transmitan por enlace electrónico hacia la página de la AFIP. 
Estos programas aplicativos de instalan en el equipo informático del contribuyente y le permiten completar los datos requeridos para confeccionar una declaración jurada. Como se trabaja en el equipo del usuario no hay problemas con mantener la comunicación. El problema surge cuando llega el momento de transmitir los datos, ya que si no se usa el programa actualizado y vigente no puede efectuarse la transmisión de datos.

Cada nueva versión de estos aplicativos está aprobada por Resolución General de la AFIP y además se publican en la página de la AFIP, de donde pueden ser descargados al equipo del usuario. Y aquí merece destacarse un inconveniente: la versión se aprueba por Resolución General, pero el “release” (liberación, lanzamiento o estreno) no se hace por la misma vía, tal como sucedió con el último reléase correspondiente al año 2016, que se “estrenó” con menos de un mes de anticipación al vencimiento y sólo se avisó en el sitio web de AFIP
Hace ya varios años que se vienen utilizando y algunos problemas se han ido solucionando. Por ejemplo, al principio la fecha de aprobación por Resolución General no coincidía con la fecha de puesta a disposición para descargarlos. Ahora no sólo aparecen en coincidencia con la fecha de publicación sino que, además, contienen la fecha a partir de la cual están vigentes (esto figura en la página desde donde deben ser descargados). Sin embargo en la última presentación correspondiente al año 2016, hubo una modificación de esta pauta con respecto a los “releases”, volviendo a predominar el culto a la improvisación. La versión 18 del aplicativo figura publicada recién el 15-05-2017, lo que indica que nadie pudo presentar correctamente una declaración jurada de ganancias y bienes personales antes de esa fecha, cercana a la fecha del vencimiento, el que debió ser prorrogado. Mientras que la versión definitiva, de acuerdo a la Versión 18, “release” 1, recién estuvo disponible a partir del 04-07-2017, cuestión que sólo fue publicado como aviso en la página de la AFIP (no en el Boletín Oficial. Volvemos al tema de la seguridad jurídica dependiente de estar mirando todos los días las distintas páginas web.
Otro problema lo constituye la falta de actualización automática de las modificaciones legales, puesto que existen algunos puntos de control previos que impiden poner valores que no sean los actuales (por ejemplo mínimos no imponibles, límites de deducciones, etc.). Resulta necesario que todas las actualizaciones se realicen en tiempo perentorio, de lo contrario no pueden presentarse las declaraciones juradas de acuerdo a la ley vigente.
Ejemplo 3: El código de actividad.

Un ejemplo típico de los datos a los que obliga el aplicativo y que no pueden soslayarse bajo pena de no poder presentar una declaración jurada lo constituye un caso particular de la actividad principal como empleado en relación de dependencia, cuyo código en el sistema registral es 000011 mientras que para la presentación de una declaración jurada de impuesto a las ganancias NO se permite ubicar dicho código, siendo la sugerencia que se coloque e código de actividad de la empresa u organismo público en el que el empleado preste servicio. En este caso la misma persona “obligatoriamente”, por restricciones informáticas, debe declarar dos actividades distintas. Y este inconveniente ya lleva varios años.
Problemas con los Aplicativos.
Los tres principales problemas consisten en la falta de actualización rápida frente a las modificaciones legales, en las trabas a completar ciertos datos y en la no aceptación de los datos cargados con versiones distintas a la última. 
Una de las maneras de mitigar estos problemas sería establecer como norma que un aplicativo debe estar listo y disponible, por lo menos, con tres meses de anticipación al vencimiento general de la obligación de presentar una declaración jurada. Establecer además que mientras no se modifique la versión, se puedan realizar las presentaciones, con cualquiera de los “releases” disponibles de la misma versión.

En cuanto a los puntos de control (o trabas al completar ciertos datos), se propone que el programa emita las ventanas informativas en forma previa a completar los datos (por ejemplo el tope de mínimo no imponible o el tope máximo de una deducción)

FISCALIZACIÓN ELECTRÓNICA.

Es un procedimiento de control del cumplimiento de las obligaciones fiscales de los contribuyentes y/o responsables de los tributos a cargo de la AFIP, que consta de varias etapas. La primera es la notificación al contribuyente sujeto a fiscalización (hasta aquí por el procedimiento normal de notificar mediante un papel), para luego obligar al contribuyente a conectarse a la página de la AFIP mediante la clave fiscal y allí notificarse de un requerimiento de información, el cual debe ser contestado por la misma vía (electrónica) mediante un servicio web.
No es el único procedimiento que emplea un formato de TIC. Para la selección de los contribuyentes, se cruza información por procesamiento electrónico de datos con que cuenta la AFIP, y si hay alguna “inconsistencia”, se dispara la fiscalización electrónica. 

Por otra parte, el primer procesamiento de las contestaciones al requerimiento se realiza también a través del procesamiento electrónico de datos, pudiendo derivarse en una fiscalización presencial o en el archivo de las actuaciones.

Como la etapa de selección, por cruce de datos, se hace a través de la informática, el proceso debe ser sumamente controlado y cerrado: se elige un tema, se diseña un cruce y se elabora el cuestionario de requerimiento, de acuerdo a lo que eventualmente surja del cruce.

El requerimiento recaba información que puede ser de dos tipos: respuestas a preguntas por sí o por no, o nuevos datos agregados, como fechas o importes. Las respuestas deben ser acotadas pues van a ser procesadas informáticamente a través de decisiones programadas, que derivarán en tres posibles destinos: el archivo de las actuaciones, alguna verificación con la base de datos con que cuenta la AFIP o el cargo a una inspección por parte del personal fiscalizador. 

Problemas de la Fiscalización Electrónica.
Uno de los problemas surge por la falta de comunicación directa con un fiscalizador. El fiscalizado no puede preguntar cuál es el problema que originó la fiscalización electrónica. La presentación del requerimiento sólo menciona el tema general que origina el tipo de fiscalización electrónica: alguna “inconsistencia” referida a la compra de moneda extranjera, o a los inmuebles declarados u otros bienes, etc. 

Nunca se define con precisión la “inconsistencia” encontrada, pero se pretende una precisión exhaustiva en la contestación, por exigencia del instrumento informático utilizado. El único grado de libertad está en la posibilidad de agregar un archivo en formato “pdf” con elementos de prueba adicionales. 

CANCELACIÓN DE INSCRIPCIÓN – SUSPENSIÓN DE LA CUIT – CUIT INACTIVA.

Una nueva forma de actuación fiscal es la suspensión de la CUIT del contribuyente. Esto ha tenido una historia con distintas vicisitudes que fueron dándole más importancia a medida que se generalizaron los usos de las TIC.
El viejo esquema del Decreto Reglamentario de la Ley de Procedimiento Tributario (aún vigente).
El tema de las bajas de oficio en los impuestos está regulado por el Decreto Nº 1379/79, decreto reglamentario de la Ley de Procedimiento Tributario Nº 11.683.  En su art. 53 dice: 
“La Dirección General (ahora es la AFIP) no exigirá el pago de impuestos prescriptos, a menos que el responsable haya renunciado, en forma expresa o tácita, a la prescripción ganada.

Quedan comprendidos en la disposición del artículo 59, inciso b) de la ley los contribuyentes no inscriptos en los impuestos respecto de los cuales la prescripción se rige por la Ley 11.683 y cuya declaración y percepción se efectúen sobre la base de declaraciones juradas. A tal efecto, se considerará como no inscriptos a los sujetos de los deberes impositivos comprendidos en el artículo 15 de la ley, cuya condición de contribuyentes no se hubiere manifestado mediante la presentación de declaración jurada o determinación administrativa del impuesto o que no figurasen registrados con número de inscripción asignado a los efectos del pago del gravamen. Cuando se trate de contribuyentes a los que la Dirección General les haya comunicado la cancelación de su número de inscripción, la condición de "no inscriptos" regirá para los períodos fiscales que venzan a partir de esa notificación, salvo que el titular continúe presentando declaraciones juradas. 
No será necesaria esa comunicación si el contribuyente hubiera omitido presentar sus declaraciones juradas durante TRES (3) períodos fiscales consecutivos si estos fueren anuales o TREINTA Y SEIS (36) períodos consecutivos cuando fueren mensuales. En tal caso su condición de no inscripto regirá para los períodos que venzan a partir de esos incumplimientos.

No están comprendidos en la disposición del artículo 59, inciso b) de la ley los contribuyentes de los impuestos cuyas liquidaciones sean interdependientes y que se hallen inscriptos en alguno de ellos.

En los demás impuestos y a iguales efectos la inscripción sólo se juzgará respecto de cada uno de ellos. Para los gravámenes comprendidos en el Título II de la ley de impuestos internos, la condición de inscripto se juzgará en relación a la actividad gravada que la originó.”

Es decir que la baja de oficio se produce ante la falta de presentación de declaraciones juradas durante 3 años (si la obligación de presentar es anual son tres períodos fiscales, mientras que si la obligación es mensual se necesitan 36 períodos fiscales). Esto tiene impacto en el régimen de prescripción de la exigibilidad de los impuestos, que es de 5 años para los inscriptos y de 10 años para los no inscriptos. Y la condición de no inscripto regirá para los períodos futuros a la determinación de la baja. 
Ejemplo 4: La RG 3358 (hoy derogada)

Por otra parte, en agosto de 2012 se emitió la RG Nº 3358 de AFIP (hoy sustituida por la RG N° 3832), que indicaba:
“Artículo 1º - Dispónese la cancelación de la Clave Única de Identificación Tributaria (C.U.I.T.) de las sociedades comerciales regularmente constituidas y de los contratos de colaboración empresaria, que reúnan las condiciones previstas en esta resolución general…
Artículo 4º - Una vez practicada la evaluación mencionada…, se procederá a la cancelación de la Clave Única de Identificación Tributaria (C.U.I.T.) de los contribuyentes con fecha de inscripción -alta de Clave Única de Identificación Tributaria (C.U.I.T.)- previa al 1° de enero del año inmediato anterior a la fecha del proceso de evaluación (para el primer proceso: antes del 1° de enero de 2011), que:

a) A la fecha de evaluación no registren altas en impuestos y/o regímenes, o

b) no hubieren presentado declaraciones juradas determinativas desde el 1° de enero del año inmediato anterior a la citada fecha de evaluación, o

c) habiendo presentado declaraciones juradas en dicho lapso, no hayan declarado:

1. ventas en el impuesto al valor agregado,

2. ventas/ingresos en el impuesto a las ganancias,

3. empleados, y

4. trabajadores activos en "Mi Simplificación".

Quedan excluidos aquellos contribuyentes con bajas de inscripción en todos los impuestos y/o regímenes -excepto los contemplados en el tercer párrafo del Artículo 53 del Decreto Nº 1.397 del 12 de junio de 1979 y sus modificaciones-, que hubieran sido registradas con anterioridad al 1° de enero del año inmediato anterior a la fecha de evaluación.”
La norma indica que periódicamente el Organismo hará una evaluación de los sujetos sobre la base del cumplimiento de las presentaciones de declaraciones juradas, y si se da alguna de las circunstancias que menciona el artículo 4 de la resolución, entonces procederá a la cancelación de la CUIT, de oficio. 

Entre esas circunstancias, se destaca que las sociedades tengan CUIT, pero no registren alta en algún impuesto o régimen, o no hubieran presentado declaración jurada determinativa desde el 1º de enero del año inmediato anterior a la fecha de evaluación. El otro aspecto a resaltar es que a los sujetos se les comunica la cancelación de la CUIT, a través de la página web institucional (www.afip.gob.ar/contrRegGral) en la opción “Consultas Bajas de Oficio”. Allí se accede a una consulta por número de CUIT y no a un listado de CUIT con bajas de oficio. Además es un registro estático, pues hay casos de empresas a las que se les canceló la CUIT y luego se las rehabilitó, no quedando registro de esto. 

De lo expresado, surgen como primeras diferencias las siguientes:
a) La RG Nº 3358 no alcanza a las personas físicas y sucesiones indivisas.
b) Para los sujetos incluidos, el mencionado artículo 53 se refiere a la baja de oficio de impuestos que tengan los incumplimientos de declaración jurada allí previstos, mientras que la resolución general se refiere a la baja de la CUIT, con las consecuencias que ello trae, que van más allá de la situación frente a los tributos nacionales.

c) Con respecto a los períodos en que no se presenten declaraciones juradas el decreto reglamentario establece claramente que sean tres (3) períodos fiscales consecutivos de tratarse de impuestos anuales o treinta y seis meses (36) consecutivos de tratarse de períodos mensuales. En la resolución general el período es menor, cerca de un año.

d) Sobre las formas para tomar conocimiento de la baja, el artículo 53 se refiere a que debe ser notificado, mientras que la resolución general lo hace a través de una mera comunicación en la página web del Organismo. 
El esquema general de suspensión de la CUIT que aun sobrevive en otras normas no derogadas

Además, mediante la Resolución General Nº 3416 se amplió la aplicación de la baja de la CUIT a cualquier contribuyente, como “castigo” ante la falta de notificación del inicio de una fiscalización electrónica, pues en su artículo 6 expresa:

“Cuando no se haya podido practicar la notificación a que alude el Artículo 2° se dispondrá la suspensión de la utilización de la Clave Única de Identificación Tributaria (C.U.I.T.) hasta tanto el contribuyente y/o responsable regularice su situación con relación al domicilio fiscal.

Dicha suspensión será puesta en conocimiento de las entidades regidas por la Ley de Entidades Financieras Nº 21.526 y sus modificaciones.

Asimismo, se publicará periódicamente en el sitio "web" institucional (http://www.afip.gob.ar) un listado con los domicilios fiscales denunciados en los cuales no se ha podido concretar notificación alguna en el curso de un proceso de "FISCALIZACION ELECTRONICA".
Además el mismo “castigo” se aplica dentro de la misma norma ante la falta de contestación de un requerimiento del régimen de fiscalización electrónica, tal como se indica en el artículo 9:

“El incumplimiento del "Requerimiento Fiscal Electrónico", de acuerdo a lo establecido por el Artículo 3° hará pasible al contribuyente o responsable -entre otras- de las siguientes acciones:

1. Aplicación de las multas previstas en el Artículo 39 de la Ley Nº 11.683, texto ordenado en 1998 y sus modificaciones y, en caso de corresponder, el régimen sancionatorio agravado previsto en los puntos 3. y 4. del citado artículo.

2. Encuadramiento en una categoría distinta a la que posee en el "Sistema de Perfil de Riesgo (SIPER)" y que refleje un grado creciente de riesgo de ser fiscalizado, según lo previsto en la Resolución General Nº 1.974 y su modificación.

3. Exclusión o suspensión de los Registros Especiales Tributarios o Registros Fiscales a cargo de esta Administración Federal en los cuales estuviere inscripto.

4. Consideración del incumplimiento como una inconsistencia asociada a su comportamiento fiscal.

Las sanciones y demás medidas previstas en este artículo podrán aplicarse en forma conjunta o indistinta.”
Obsérvese que el precitado artículo 9 hace referencia a que el incumplimiento del Requerimiento Fiscal Electrónico, hará pasible al contribuyente… de las siguientes “acciones” (y no sanciones), ya que las sanciones a aplicar deberían ser las que expresamente dispone la Ley de Procedimiento Tributario y la cancelación de la CUIT no figura entre ellas. Este hecho hace presuponer el endeble sustento legal de dicha medida.
Los Estados Administrativos de la CUIT (el reemplazo de la RG 3356).
La nueva Resolución General N° 3832 que intentó “subsanar” los inconvenientes surgidos de la RG N° 3356, sustituyéndola tampoco ha sido del todo feliz. Cambia el concepto de “cancelación de la CUIT” por el “Estado Administrativo de la CUIT Inactiva”, establece una serie de requisitos más concretos para la rehabilitación de la CUIT, pero conserva aspectos de dudosa legitimidad. Por ejemplo menciona que hará “evaluaciones periódicas” sin indicar frecuencia. En el fondo esta norma sigue teniendo el objetivo coercitivo de modificar conductas, por lo que debería encuadrarse dentro de una sanción, y, por lo tanto, establecerse a través de una Ley de Procedimiento Tributario.
Un aspecto particular es lo que dispone respecto de la inclusión en la Base de Contribuyentes No Confiables (así se menciona en la Resolución General N° 3832) que remite a la página de la AFIP donde se encuentra la Facturación Apócrifa (sic). 

Cabe mencionar que la propia página de la AFIP habla de Facturación Apócrifa – Usinas – Consulta de Facturas Apócrifas y agrega la leyenda “La información que contiene esta base de datos corresponde a facturas o documentos equivalentes que, por algún motivo, fueron calificados como apócrifos. Los datos son de carácter meramente informativos, con una función preventiva.” 
Sería conveniente denominar de la misma manera a ambas cosas, pues de la inclusión dentro de la base de Facturas Apócrifas deriva la limitación administrativa de la CUIT. Y los efectos reales no son meramente informativos.
Los criterios que deberían seguirse sobre el tema en cuestión.

La suspensión de la CUIT tiene hoy más efecto sobre la conducta de los contribuyentes dada la gran interconexión de los sistemas informáticos. Es más fácil de implementar como herramienta de disuasión.

Pero debe destacarse que un mismo organismo tipifica las infracciones, establece las sanciones y luego las aplica, quedando en forma manifiesta una concentración de poder difícilmente compatible con un sistema democrático y republicano. Estamos hablando del mismo argumento que se usó para reemplazar los Edictos Policiales. 

Esto debería ser establecido de otra manera: la tipificación de infracciones y el establecimiento de sanciones corresponde a un órgano legislativo, el control y la aplicación pueden depender de la administración tributaria, con las respectivas garantías del debido proceso por parte de una clara reglamentación y sujeto a una posible revisión judicial.
Como dato relevante cabe mencionar distintos fallos judiciales relativamente recientes, que tildan de inconstitucional a las cancelaciones de la CUIT, que han llegado a instancias de la Corte Suprema de Justicia de la Nación:

En el fallo FDM Management SRL, la Sala IV de la Cámara en lo Contencioso Administrativo Federal había declarado la inconstitucionalidad de la RG Nº 3358/12 que estableció que la AFIP tiene facultades para dar de baja de oficio una CUIT.

"… La mera conveniencia de un mecanismo para conseguir un objetivo de Gobierno por más loable que éste sea en forma alguna justifica la violación de las garantías y derechos…"   dijo  la Cámara.
En el fallo Lunati, Pablo Alejandro c/PEN-AFIP s/amparo, la Sala II de la Cámara Federal de San Martín señaló:

“ … la inactividad de la CUIT, sin fecha de vencimiento, implicaría, entonces, una suerte de muerte civil que no es admisible en nuestro derecho.”

“Cabe añadir en línea coincidente, lo expresado por el Sr. Fiscal General en cuanto a que la inactivación de la CUIT al ser realizada sin el dictado de acto administrativo, constituyó una “vía de hecho administrativa” que violó el “principio de legalidad por la acción material de un funcionario o empleado de la Administración Pública”.

SISTEMA DE PERFIL DE RIESGO

Un nuevo sistema de premios y castigos se ha implementado a través de la Resolución General N° 3985, denominado SIPER (Sistema de Perfil de Riesgo).
El mismo consiste en realizar una evaluación mensual de algunos contribuyentes para establecer una clasificación de los mismos. La misma norma expresa que “La categoría reflejada en el “Sistema de Perfil de Riesgo (SIPER)” será utilizada por este Organismo a los efectos de establecer procedimientos diferenciales relacionados con la administración de los tributos y los recursos de la seguridad social, a cargo de los contribuyentes y responsables.”
En la misma norma se menciona que la categoría en la que se ubique a cada contribuyente será determinada sobre la base de una matriz de ponderación y que los parámetros usados por el sistema serán los publicados en el sitio web institucional. Esto es, ni más ni menos, que un análisis multicriterio o de objetivos múltiples.
Pero en ningún caso se informan los “ponderadores” usados y los parámetros son tan volátiles como cualquier página web. Es decir que la calificación determinada, que va a usarse para un tratamiento diferencial entre contribuyentes, dependerá de los parámetros que menciona la página, con la importancia relativa de cada uno de ellos, establecida y conocida solamente por la Administración Tributaria. 
Este aspecto conlleva dos problemas: el primero es la inadecuación al artículo 19  de la Constitución Nacional, mencionado al principio de este trabajo y el segundo es la virtual discrecionalidad de la Administración para establecer obligaciones y restricciones sobre los contribuyentes, basándose en la calificación.
Nada sería inadecuado si este análisis de riesgo se implementase en forma interna y sirviese para orientar las tareas de control, o fiscalización. Pero como la norma establece todo un procedimiento para reflejar la disconformidad con la calificación, por parte del contribuyente, se presume que las consecuencias directas serán nuevas obligaciones o mayores restricciones.
Por otra parte un procedimiento de disconformidad sobre el “resultado” de la calificación, implica tener un acabado conocimiento de los ponderadores usados y de los criterios realmente evaluados, cuestiones que no se dan en este caso (porque el sistema sólo notifica la “calificación” final y no la composición de los parámetros).
Desde el punto de vista de la teoría de los incentivos, si lo que se pretende es modificar las conductas favoreciendo el cumplimiento voluntario, lo que debe primar es una clara percepción de lo que se premia y de lo que se castiga. Si trabajamos con cajas negras, el incentivo no funciona.
RESUMEN.

La relación tributaria es una relación jurídica que vincula a los contribuyentes con el Estado que basa su fortaleza en los aspectos de legalidad y publicidad, mostrando una clara tendencia a la transparencia.

Las nuevas Tecnologías de la Información y la Comunicación (TIC) han tenido un desarrollo fenomenal en los últimos años. Su robustez se fundamenta en la gran capacidad de procesamiento de datos y en la amplitud del alcance en la comunicación. Por esta razón, se requiere preservarlas de la vulnerabilidad, redundando en una opacidad hacia el interior de los procesos

Las diferentes tendencias, hacia la transparencia y hacia la opacidad, pueden generar problemas en el acoplamiento de ambos aspectos. Se intentará relevar estos inconvenientes surgidos de la aplicación de las TIC en la relación tributaria.
En este análisis del uso de las TIC dentro  del marco de la relación tributaria se han revisado los siguientes usos de las herramientas informáticas y de la comunicación:

Publicación en páginas web

Servicios web

Programas aplicativos

Fiscalización electrónica

Cancelación de inscripción

Sistema de perfil de riesgo

Con respecto a la publicación en páginas web e observa una clara volatilidad de las mismas, hay una impredecibilidad temporal de las modificaciones y también pueden encontrarse una multiplicidad de sitios web en donde pueden alojarse estas “normas” que crean obligaciones a través de una página web.

Los servicios web son muy útiles a la hora de realizar transacciones en línea. Por un lado se plantean controles que son una caja negra para los usuarios (fuerte problema con la legalidad de dichos controles) pues estos controles se constituyen en posibles impedimentos para conseguir el avance de un trámite. Por otra parte, al atar el vencimiento de obligaciones a la disposición de datos en el servicio web,  resulta de incontrolable cumplimiento por parte del obligado, pues siempre estará dependiendo de que "el sistema" le aporte los datos.  

Los tres principales problemas del uso de programas aplicativos consisten en la falta de actualización rápida frente a las modificaciones legales, en las trabas a completar ciertos datos y en la no aceptación de los datos cargados con versiones distintas a la última. 

En las experiencias recientes de fiscalización electrónica nunca se define con precisión la “inconsistencia” encontrada, pero se pretende una precisión exhaustiva en la contestación, por exigencia del instrumento informático utilizado. El único grado de libertad está en la posibilidad de agregar un archivo en formato “pdf” con elementos de prueba adicionales. Esto tampoco puede ser solucionado por la falta de comunicación directa con un fiscalizador, a menos que se quiera avanzar en este aspecto.   

Una nueva forma de actuación fiscal es la suspensión de la CUIT del contribuyente. Esto ha tenido una historia con distintas vicisitudes que fueron dándole más importancia a medida que se generalizaron los usos de las TIC.

La suspensión de la CUIT tiene hoy más efecto sobre la conducta de los contribuyentes dada la gran interconexión de los sistemas informáticos. Es más fácil de implementar como herramienta de disuasión.

Pero debe destacarse que un mismo organismo tipifica las infracciones, establece las sanciones y luego las aplica, quedando en forma manifiesta una concentración de poder difícilmente compatible con un sistema democrático y republicano. Estamos hablando del mismo argumento que se usó para reemplazar los Edictos Policiales. 

El “Sistema de Perfil de Riesgo (SIPER)” será utilizado por el organismo recaudadora los efectos de establecer procedimientos diferenciales relacionados con la administración de los tributos y los recursos de la seguridad social, a cargo de los contribuyentes y responsables. En ningún caso se informan los “ponderadores” usados y los parámetros son tan volátiles como cualquier página web.

Desde el punto de vista de la teoría de los incentivos, si lo que se pretende es modificar las conductas favoreciendo el cumplimiento voluntario, lo que debe primar es una clara percepción de lo que se premia y de lo que se castiga. Si trabajamos con cajas negras, el incentivo no funciona.

� En estos momentos la página web de la AFIP (� HYPERLINK "http://www.afip.gob.ar/" �http://www.afip.gob.ar�) contiene más de 75 enlaces (links) con distintos formatos, letras, colores, enlistados o no, donde uno de ellos será el de Países Cooperantes.





